	TEMA: Enunciado básico

	Despacho
	Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia
	“El punto en discusión, consiste en los alcances de la “unión de hecho, declarada o no”, que se erige como uno de los elementos normativos del tipo penal de violación de una mujer, previsto en el artículo 29 de la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres. Esta discusión ha sido abordada con anterioridad en esta Sala, en distintos pronunciamientos que han analizado los requisitos exigibles en la relación sentimental entre imputado y ofendida, para estimar que existe la “unión de hecho” exigible para la aplicación de los tipos penales previstos en la ley especial. El tema central para la correcta solución de este asunto, consiste en dilucidar si, para definir la existencia de la “unión de hecho” a la que alude la Ley de Penalización de la Violencia contra la Mujer, deben verificarse los requisitos fijados en el artículo 242 del Código de Familia, el cual señala: “La unión de hecho pública, notoria, única y estable, por más de tres años, entre un hombre y una mujer que posean aptitud legal para contraer matrimonio, surtirá todos los efectos patrimoniales propios del matrimonio formalizado legalmente, al finalizar por cualquier causa”. En otras palabras, el punto álgido de la discusión consiste en aclarar si existe una “unión de hecho” para efectos de la Ley de Penalización de Violencia contra la Mujer, cuyos requisitos y características sean distintos de la “unión de hecho” prevista en el Código de Familia. Esta última es la posición seguida por este Despacho, en los pronunciamientos N° 301-2015 de las 8:53 horas del 27 de febrero de 2015 (integración de los Magistrados Pereira Vindas, Ramírez Quirós, Arias Madrigal, Cortés Coto y Sanabria Rojas);  N° 231-2019 de las 12:40 horas del 22 de febrero de 2019 (integración  de los Magistrados Ramírez Quirós, Zúñiga Morales, Alfaro Vargas, Desanti Henderson y Segura Bonilla, con voto salvado de la segunda);  N° 1080-2019 de las 14:35 horas del 4 de septiembre de 2019 (integración de los Magistrados (Ramírez Quirós, Alfaro Vargas, Gómez Cortés, Segura Bonilla y Desanti Henderson, con voto salvado del último). En contra de tal postura, que puede considerarse como mayoritaria, han existido algunos pronunciamientos de esa misma Cámara que, a la luz de los principios de legalidad y prohibición de analogía, señalan no es posible derivar del artículo 2 de la Convención Belém do Pará, una interpretación de la “unión de hecho” distinta de la prevista en el Código de Familia. En este último sentido apunta el fallo N° 1184-2019 de las 15:35 horas del 20 de septiembre de 2019, al indicar lo siguiente: “…el numeral 2° de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención Belem Do Pará, Ley Nº 7499 de 2 de mayo de 1995), no contiene un concepto o definición de "unión de hecho", y más bien define otro panorama, la violencia contra la mujer. Disposición normativa, que pese a contar con mayor alcance en la tutela de las garantías y derechos de las mujeres ofendidas por violencia, entraña desde la óptica natural del principio de legalidad, una interpretación extensiva, que en la aplicación e interpretación del derecho, violenta propiamente normas y principios constitucionales, pues la norma penal debe interpretarse de manera restrictiva (precepto 2 Código Procesal Penal), acorde con los principios de legalidad, pro libertate y de interpretación constructiva, "según la cual la normativa nacional debe ser interpretada, en la medida de lo posible, en armonía con los alcances y el mismo significado que tales derechos tienen en el ámbito internacional. De esa manera se garantiza una armonización entre el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y la normativa interna de los derechos fundamentales. Sin embargo, cuando dicha armonización no sea posible, [...] se debe aplicar la norma más favorable a la persona en el caso concreto"  (Cfr. HERNÁNDEZ VALLE, Rubén, El Régimen Jurídico de los Derechos Fundamentales en Costa Rica, 1a edición, Editorial Juricentro, 2002, pp. 44-47)…” (Sala Tercera, N° 1184-2019 de las 15:35 horas del 20 de septiembre de 2019. Integración de los Magistrados Ramírez Quirós, Zúñiga Morales, Desanti Henderson, Segura Bonilla y Robleto Gutiérrez, con voto salvado de los dos últimos). La discusión cobra importancia especialmente, porque el artículo 229 del Código de Familia contiene lineamientos específicos para el reconocimiento de una unión de hecho, a saber: debe tratarse de una relación “…pública, notoria, única y estable, por más de tres años, entre un hombre y una mujer que posean aptitud legal para contraer matrimonio…”. Al ser el término “unión de hecho declarada o no” un concepto o elemento normativo del tipo, al momento de establecer su alcance o significado, se debe remitir a lo que el ordenamiento jurídico, como un todo, ha dispuesto. La tesis que propone la existencia de un concepto jurídico de “unión de hecho” aplicable solo en Derecho Penal, desconoce que dicho concepto se encuentra ya definido expresamente en nuestro ordenamiento jurídico (y no solo para efectos patrimoniales, como se ha intentado esbozar). Concretamente, el artículo 242 del Código de Familia establece los presupuestos para que se configure la unión de hecho: “La unión de hecho pública, notoria, única y estable, por más de tres años, entre un hombre y una mujer que posean aptitud legal para contraer matrimonio, surtirá todos los efectos patrimoniales propios del matrimonio formalizado legalmente, al finalizar por cualquier causa”. En relación con dicha norma, la doctrina más autorizada ha señalado: “…Para que surta efectos jurídicos entre los convivientes, la unión debe ser pública y notoria, es decir, no puede estar oculta o escondida: la pareja debe hacer vida en común y presentarse así ante amigos, familiares y terceras personas (al exterior, frente a terceros, no hay una nota característica que marque la diferencia entre el matrimonio y la unión de hecho). La unión ha de ser única: ninguno de los convivientes puede mantener otra relación paralela. Si tal cosa ocurriera, la unión de hecho no produce efectos patrimoniales. Debe, además, ser estable, o sea, ininterrumpida, y esa estabilidad debe prolongarse durante al menos tres años. La unión de hecho es, por consiguiente, una comunidad de vida entre un hombre y una mujer que se plantea como duradera y que excluye otras del mismo tipo…” (Trejos, Gerardo y Ramírez, Marina. Derecho de Familia Costarricense. San José, Juricentro, 5ª. edición, Tomo I, 1999, pp. 403- 404). Por lo tanto, en relación con el concepto de unión de hecho, no existe una laguna o concepto jurídico indeterminado que deba llenar el intérprete. De conformidad con el principio de unidad el ordenamiento jurídico, desarrollado por Norberto Bobbio, el operador del Derecho está obligado a eliminar las posibles antinomias cuando se encuentra resolviendo un supuesto concreto, así como integrar las lagunas existentes, con normas provenientes del mismo ordenamiento jurídico, sirviéndose para ello, de los principios cronológico, jerárquico, y de especialidad. Sin embargo en la situación que nos ocupa no existe una laguna normativa, y tampoco una antinomia. Esta Sala, en su voto mayoritario, ha venido sosteniendo la prevalencia, en materia penal, de un criterio más amplio de unión de hecho, que el que recoge nuestro Código de Familia. Para ello, se ha indicado en diversos pronunciamientos, que la Convención Belém do Pará se encuentra por encima de dicha normativa, y por ello lo indicado en aquella, prevalece sobre la legislación nacional. No obstante, como ya se adelantó, existe un obstáculo esencial que hacen decaer tal línea de razonamiento: no existe, realmente, una antinomia entre la Convención Belém do Pará y el Código de Familia, en lo que toca al elemento normativo de interés. Ello es así, porque la mencionada Convención no posee una definición de unión de hecho. El artículo 2 de dicho instrumento, que usualmente se saca a colación para demostrar la primacía de la Convención sobre la ley ordinaria, no define qué debe entenderse por unión de hecho, sino que lo que se establece, es en qué consiste la violencia contra la mujer, definiéndola como “…la que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende entre otros, violación, maltrato y abuso sexual" (artículo 2 de la Ley  Nº 7499, de 2 de mayo de 1995). El principio de legalidad impide que se completen o redefinan, a través de la jurisprudencia, términos jurídicos concretos que ya se encuentran bien especificados en el mismo ordenamiento. En este orden de ideas, el artículo 39 de la Constitución Política, señala que a nadie se hará sufrir pena “…sino por delito, cuasidelito o falta, sancionados por ley anterior y en virtud de sentencia firme dictada por autoridad competente, previa oportunidad concedida al indiciado para ejercitar su defensa". En el mismo sentido, el numeral 11.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos refiere: "Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito". También, el artículo 9 de la Convención Americana de Derechos Humanos, señala en cuanto al principio de legalidad: "Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito". Finalmente, el artículo 1° del Código Penal señala que “Nadie podrá ser sancionado por un hecho que la ley penal no tipifique como punible ni sometido a penas o medidas de seguridad que aquélla no haya establecido previamente”. En virtud de lo antes expuesto, y sin desconocer la necesidad de que la regulación interna se armonice con los principios establecidos en los instrumentos internacionales para la protección de la mujer contra todas las formas de violencia, que han sido aprobados por parte del Estado costarricense, se concluye que el operador del Derecho, se encuentra limitado por los principios de división de poderes y de legalidad, para efectuar directamente dicha armonización normativa, pues ello es competencia exclusiva del legislador, y porque de lo contrario, estaría violentado el principio de legalidad que se encuentra también reconocido por la normativa constitucional y supraconstitucional. En consonancia con lo razonado, se declara con lugar el único motivo del recurso de casación interpuesto por la defensora pública del justiciable, licenciada Mariana Brenes León. Se declaran parcialmente ineficaces la sentencia del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, N° 85 -2019, de las 15:05 horas del 29 de marzo de 2019, y el pronunciamiento del Tribunal de Apelación de Sentencia del Segundo Circuito Judicial de San José, N° 1444-2019, de las 9:30 horas del 13 de diciembre de 2019, única y exclusivamente en lo que toca a la calificación legal del marco fáctico acreditado. En su lugar, se recalifican los hechos probados, como un delito de violación calificada, según lo previsto en el inciso primero del artículo 157, en relación con el ordinal 156 del Código Penal. Si bien el tiempo de convivencia del incriminado no alcanzaba para reputar dicha relación como una unión de hecho, y por lo tanto, cumplir con la exigencia típica del numeral 29 de la Ley de Penalización de Violencia contra la Mujer, sí se ajusta a la hipótesis de “relación análoga de convivencia”, mucha más laxa que la anterior, que señala en inciso primero del artículo 157 del Código Penal.”
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